
Resumen del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias 

para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 (BOE de 18/03/2020). 

 

Entrada en vigor el mismo día de su publicación.  

Esta norma amplia las medidas que se están adoptando como consecuencia de las medidas 

derivadas del plan de emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19. En los siguientes 

aspectos: 

1.- Concesión de un suplemento de crédito en el Presupuesto del Ministerio de Derechos Sociales 

y Agenda 2030 para financiar un Fondo Social Extraordinario destinado exclusivamente a las 

consecuencias sociales del COVID-19 por importe de 300.000.000 euros. 

2.- Distribución del Fondo Social Extraordinario entre las comunidades autónomas y las ciudades 

autónomas de Ceuta y Melilla.  

3.- El superávit presupuestario de las entidades locales correspondiente al año 2019 se podrá 

destinar para financiar gastos de inversión incluidos en la política de gasto 23, «Servicios Sociales 

y promoción social». 

4.- Durante el mes siguiente a la entrada en vigor de este real decreto-ley los suministradores de 

energía eléctrica, gas natural y agua no podrán suspender el suministro a aquellos consumidores 

en los que concurra la condición de consumidor vulnerable, vulnerable severo o en riesgo de 

exclusión social definidas en los artículos 3 y 4 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por 

el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección 

para los consumidores domésticos.  

5.- Se da carácter preferente del trabajo a distancia. La empresa debe adoptar las medidas 

oportunas si ello es técnica y razonablemente posible y si el esfuerzo de adaptación necesario 

resulta proporcionado. Estas medidas alternativas deberán ser prioritarias frente a la cesación 

temporal o reducción de la actividad.  

Se entenderá cumplida la obligación de efectuar la evaluación de riesgos, en los términos 

previstos en el artículo 16 de la LPRL, con carácter excepcional, a través de una 

autoevaluación realizada voluntariamente por la propia persona trabajadora. 

6.- Las personas trabajadoras por cuenta ajena que acrediten deberes de cuidado respecto del 

cónyuge o pareja de hecho, así como respecto de los familiares por consanguinidad hasta el 

segundo grado de la persona trabajadora, tendrán derecho a acceder a la adaptación de su jornada 

y/o a la reducción de la misma. Este derecho es una prerrogativa cuya concreción inicial 

corresponde a la persona trabajadora. Puede consistir en cambio de turno, alteración de horario, 

horario flexible, jornada partida o continuada, cambio de centro de trabajo, cambio de funciones, 

cambio en la forma de prestación del trabajo, incluyendo la prestación de trabajo a distancia, o en 

cualquier otro cambio de condiciones que estuviera disponible en la empresa o que pudiera 

implantarse de modo razonable y proporcionado. 

7.- Se establece una moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual a 

quienes padecen extraordinarias dificultades para atender su pago como consecuencia de la crisis 

del COVID-19. 

8.- Se establece una prestación extraordinaria por cese de actividad  con carácter excepcional 

y vigencia limitada a un mes a partir de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 

14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma, o hasta el último día del mes en que 

finalice dicho estado de alarma, de prolongarse éste durante más de un mes.  



Destinatarios: Los trabajadores por cuenta propia o autónomos cuyas actividades queden 

suspendidas, en virtud de lo previsto en el mencionado Real Decreto, o, en otro caso, cuando su 

facturación en el mes anterior al que se solicita la prestación se vea reducida, al menos, en un 75 

por ciento en relación con el promedio de facturación del semestre anterior. 

Requisitos: a) Estar afiliados y en alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma. b) En 

el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de lo previsto en el 

Real Decreto 463/2020, acreditar la reducción de su facturación en, al menos, un 75 por ciento, 

en relación con la efectuada en el semestre anterior. c) Hallarse al corriente en el pago de las 

cuotas a la Seguridad Social. Si en la fecha de la suspensión de la actividad o de la reducción de 

la facturación no se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago para que en el plazo 

improrrogable de 30 días naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto 

producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la protección.  

Cuantía: 70 por ciento a la base reguladora, calculada de conformidad con lo previsto en el 

artículo 339 de la LGSS. Cuando no se acredite el período mínimo de cotización para tener 

derecho a la prestación, la cuantía de la prestación será equivalente al 70 por ciento de la base 

mínima de cotización en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 

Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores del Mar.  

Duración: un mes, ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en el que finalice el 

estado de alarma. El tiempo de su percepción se entenderá como cotizado y no reducirá los 

períodos de prestación por cese de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el 

futuro. 

La percepción será incompatible con cualquier otra prestación del sistema de Seguridad Social.  

La gestión de esta prestación corresponderá a las entidades a las que se refiere el artículo 346 del 

Texto refundido de la LGSS (entre ellas las Mutuas). 

9.- Mientras dure el estado de alarma se establece la garantía del mantenimiento de los servicios 

de comunicaciones electrónicas y la conectividad de banda ancha, la prestación del servicio 

universal de telecomunicaciones y la  suspensión de la portabilidad. 

10.- Se interrumpen los plazos para la devolución de los productos comprados por cualquier 

modalidad. 

11.- Se establecen Medidas de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal de actividad 

para evitar despidos, con medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión 

de contratos y reducción de jornada por causa de fuerza mayor y  medidas excepcionales en 

relación con los procedimientos de suspensión y reducción de jornada por causa económica, 

técnica, organizativa y de producción.  

12.- Se establecen Medidas extraordinarias en materia de cotización en relación con los 

procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor relacionados 

con el COVID-19.  

En los expedientes de suspensión de contratos y reducción de jornada autorizados en base a fuerza 

mayor temporal vinculada al COVID-19, la TGSS exonerará a la empresa del abono de la 

aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 de la LGSS, así como del relativo a las cuotas 

por conceptos de recaudación conjunta, mientras dure el período de suspensión de contratos o 

reducción de jornada autorizado en base a dicha causa cuando la empresa, a 29 de febrero de 

2020, tuviera menos de 50 trabajadores en situación de alta en la Seguridad Social. Si la empresa 



tuviera 50 trabajadores o más, en situación de alta en la Seguridad Social, la exoneración de la 

obligación de cotizar alcanzará al 75% de la aportación empresarial.  

13.- En los supuestos en que la empresa decida la suspensión de contratos o la reducción temporal 

de la jornada de trabajo con base en estas circunstancias extraordinarias se reconocerá el derecho 

a la prestación contributiva por desempleo a las personas trabajadoras afectadas, aunque carezcan 

del período de ocupación cotizada mínimo necesario para ello.  No computara el tiempo en que 

se perciba la prestación por desempleo de nivel contributivo que traiga su causa inmediata de las 

citadas circunstancias extraordinarias, a los efectos de consumir los períodos máximos de 

percepción establecidos. 

14.- La presentación de las solicitudes de alta inicial o reanudación de la prestación y el subsidio 

por desempleo realizada fuera de los plazos establecidos legalmente no implicará que se reduzca 

la duración del derecho a la prestación correspondiente. 

15.- Se establecen medidas extraordinarias relativas a la prórroga del subsidio por desempleo y a 

la declaración anual de rentas. 

16.- Se establecen medidas de garantía de liquidez para sostener la actividad económica ante las 

dificultades transitorias consecuencia de la situación, entre ellas medidas de suspensión de plazos 

en el ámbito tributario y en materia de contratación pública. 

Los contratos públicos de servicios y de suministros de prestación sucesiva, vigentes a la entrada 

en vigor de este real decreto ley, celebrados por las entidades pertenecientes al Sector Público 

(mutuas incluidas), cuya ejecución devenga imposible como consecuencia del COVID-19 o las 

medidas adoptadas por el Estado, las CCAA o la Administración local, quedarán automáticamente 

suspendidos desde que se produjera la situación de hecho que impide su prestación y hasta que 

dicha prestación pueda reanudarse. La entidad adjudicadora deberá abonar al contratista los 

daños y perjuicios efectivamente sufridos por éste durante el periodo de suspensión. 

En los contratos públicos de servicios y de suministro distintos de los referidos en el apartado 

anterior, vigentes a la entrada en vigor de este real decreto ley, celebrados por las entidades 

pertenecientes al Sector Público, siempre y cuando éstos no hubieran perdido su finalidad como 

consecuencia de la situación, cuando el contratista incurra en demora en el cumplimiento de los 

plazos previstos en el contrato como consecuencia del COVID-19 o las medidas adoptadas por el 

Estado, las CCAA o la Administración local, y el mismo ofrezca el cumplimiento de sus 

compromisos si se le amplía el plazo inicial o la prórroga en curso, el órgano de contratación se 

lo concederá.  Adicionalmente, en los casos que se detallan, los contratistas tendrán derecho al 

abono de los gastos salariales adicionales en los que efectivamente hubiera incurrido como 

consecuencia del tiempo perdido con motivo del COVID-19, hasta un límite máximo del 10 por 

100 del precio inicial del contrato.  

En los contratos públicos de obras, vigentes a la entrada en vigor de este real decreto ley, que 

celebren las entidades pertenecientes al Sector Público, siempre y cuando éstos no hubieran 

perdido su finalidad como consecuencia de la situación de hecho creada por el COVID-19 o las 

medidas adoptadas por el Estado, y cuando esta situación genere la imposibilidad de continuar la 

ejecución del contrato, el contratista podrá solicitar la suspensión del mismo desde que se 

produjera la situación de hecho que impide su prestación y hasta que dicha prestación pueda 

reanudarse. El contratista podrá solicitar una prórroga en el plazo de entrega final siempre y 

cuando ofrezca el cumplimiento de sus compromisos pendientes si se le amplía el plazo inicial. 

Acordada la suspensión o ampliación del plazo, podrá tener derecho a la indemnización que fija 

la norma. 

17.- Se establecen medidas de apoyo a la investigación del CIVID-19. 



18.- Se establecen medidas extraordinarias aplicables a las reuniones de los órganos de gobierno 

de las personas jurídicas (videoconferencias aunque no lo prevean los estatutos sociales) y a la 

aprobación de las cuentas del ejercicio, junto con otras medidas de carácter societario. 

19.- Se suspende el plazo de caducidad de los asientos del registro durante la vigencia del real 

decreto de declaración del estado de alarma. 

20.- Mientras esté vigente el estado de alarma, el deudor que se encuentre en estado de insolvencia 

no tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso. Hasta que transcurran dos meses a 

contar desde la finalización del estado de alarma, los jueces no admitirán a trámite las solicitudes 

de concurso necesario que se hubieran presentado durante ese estado o que se presenten durante 

esos dos meses.  
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